Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 32 minutos) 


-Continúa en consideración la Carpeta N* 409/10, “Promoción de la Vivienda de Interés 
Social”. Se declara de interés nacional y se dictan normas. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Distribuido N* 516/2010. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Quiero solicitar que se incluya en las actas lo actuado -porque no se ha 

hecho-, es decir, una respuesta al planteo realizado por la Presidenta antes del 5 de abril, cuando 
señaló que si teníamos sugerencias podíamos realizarlas. El planteo lo hicimos en esa fecha y la nota 
fue elevada a la Comisión y repartida a todos sus integrantes; además, fue enviada al Ministerio y 
tratada en la última sesión. Como no quedó registro, repito, me gustaría que lo actuado quedara 
plasmado en las actas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Secretaría me informa que quedó como asunto de la Comisión, pero no 
hay ningún problema en incluirlo en las actas, porque cuanta mayor claridad tengan las mismas, mejor 
será. 


Se encuentran en la Casa abogados del Ministerio y del Banco Hipotecario -tal como hemos 
informado verbalmente a los miembros de la Comisión-, a quienes damos la bienvenida e invitamos a 
participar de esta sesión. 


Correspondería comenzar a analizar el Capítulo Ill relativo al nuevo régimen de propiedad 
horizontal; por lo tanto, si todos los señores Senadores están de acuerdo, estos profesionales asistirian 
en calidad de asesores. 


(Ingresan a Sala los abogados del Ministerio y del Banco Hipotecario) 


SEÑOR BORDABERRY.- En la reunión pasada, cuando tratamos el artículo 13 hablamos de imponer 
una sanción para los miembros de la Agencia Nacional de Vivienda que violaran el secreto profesional, 
y ello se establecía de una forma similar a lo previsto en el artículo 25 del Decreto-Ley N* 15.322. Por 
lo tanto, me tomé el atrevimiento de imprimir esa disposición y entregársela a la Secretaría para que 
quede junto con todo lo relativo a este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De todos modos, vamos a tener que hacer un repaso del proyecto de ley 
porque, a pesar de que hay artículos que ya fueron votados, quedaron pendientes algunos detalles. 


Corresponde comenzar con el análisis del Capítulo 11l, “Modificaciones al régimen de 
propiedad horizontal”. 


Léase el artículo 17. 
(Se lee:) 


“Artículo 17.- (Requisitos).- Se considerarán regidos por las normas referentes a la propiedad 
horizontal y sus unidades podrán ser objeto de traslación de dominio o afectación con derechos reales 
en forma individual, los edificios construidos que cumplan a su respecto los siguientes requisitos: 


A) Que se haya concedido por la Intendencia respectiva, el permiso de construcción del edificio de que 
se trate y que se haya aprobado por la misma Intendencia el plano proyecto de fraccionamiento 


horizontal, conforme a los cuales han sido realizadas las construcciones y será atribuido el dominio 
separado de las unidades. 


B) Que se haya inscripto en la Dirección Nacional de Catastro el plano de mensura y fraccionamiento 
horizontal concordante con el plano proyecto aprobado por la Intendencia respectiva, y efectuado el 
empadronamiento y avalúo fiscal de las unidades que indica dicho plano. 


C) Que el edificio se encuentre en condiciones de habitabilidad suficientes para el uso al que se 
destine cada una de las unidades y sus bienes comunes, según la certificación que se presentará ante 
la Institución Financiera que otorgue el crédito hipotecario con la garantía de alguna unidad 
habitacional emergente de la horizontalidad a que refiere este artículo. Dicho certificado será suscrito 
por el arquitecto director de obra y por el ingeniero agrimensor, y asegurará que las edificaciones se 
corresponden con el permiso de construcción aprobado, que las mismas se encuentran dentro de los 
límites establecidos por la normativa aplicable en materia de propiedad horizontal, que responden en 
un todo a la reglamentación municipal vigente, que no existe pendiente sobre ellas ninguna 
observación o medida administrativa por parte de la respectiva Intendencia, y que las unidades así 
como los bienes comunes de uso exclusivo y general del edificio se encuentran en condiciones de 
accesibilidad, pudiendo darse a dichas edificaciones un uso seguro, autónomo y confortable. 


D) Que se contrate el seguro contra incendio previsto por el artículo 20 de la Ley N* 10.751, en la 
forma establecida por el literal C) del artículo 5% del Decreto-Ley N* 14.261, considerándose la prima 
correspondiente como expensa común. 


E) Que se otorgue el Reglamento de Copropiedad en el cual se constituya la hipoteca recíproca 
conforme a lo dispuesto por el artículo 6 del Decreto Ley N* 14.261. 


F) Que simultáneamente al otorgamiento del mencionado Reglamento se suscriba por parte de la 
Institución Financiera pública o privada a que refiere el literal C) precedente, un préstamo hipotecario 
en relación a por lo menos una de las unidades que integran el edificio dividido.” 


En consideración el artículo 17. 


Creo que en los literales D) y E) hay que agregar las fechas de las leyes que se mencionan; 
eso es un detalle. 


¿Alguien desea realizar alguna objeción, comentario, agregado o quita a este artículo? 


SEÑOR BORDABERRY.- Lo que no me queda claro con respecto a este Capítulo es si se refiere 
exclusivamente a las viviendas de interés social o si se está tratando de introducir modificaciones a 
todo el régimen de propiedad horizontal. No termino de comprender cuál es el alcance. 


Como el título del Capítulo establece “Modificaciones al régimen de propiedad horizontal”, 
parecería que se estuvieran proponiendo modificaciones a todo el régimen. Ya que en ningún momento 
se hace referencia a las viviendas de interés social, me gustaría que me aclararan cuál es el alcance 
que se le pretende dar a este Capítulo, que está dentro de un proyecto de ley denominado “Promoción 
de la vivienda de interés social”. 


Reitero, como el nombre del proyecto de ley es “Promoción de la vivienda de interés social”, 
y el Capítulo lll se denomina “Modificaciones al régimen de propiedad horizontal”, no sé cuál es el 
alcance exacto que se le quiere dar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecería a alguno de los asesores presentes que aclarara el alcance de 
este artículo en base a la pregunta formulada por el señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR POLGAR.- Buenas tardes. 


La consulta realizada es bien motivada, puesto que el artículo incluye modificaciones 
legislativas en un paquete de medidas destinadas a la promoción de la vivienda de interés social. 


El alcance está pensado para un plano más general, y es relevante para la vivienda de 
interés social. Está muy asociado a esta última porque cuanto más cercano esté al público objetivo de 
más bajos recursos -dado que puede acceder a una vivienda a través de la propiedad-, más relevante 
es el crédito hipotecario. A su vez, cuanta mayor inversión se logra atraer con este paquete de 
estímulos y modificaciones legales -incluso desde el punto de vista de la propiedad horizontal- 
destinado a un público objetivo, más relevante es la participación del crédito. En otros mercados, de 
hecho, esto no es relevante porque se trata de población que accede a la vivienda al contado, en la 
mayoría de los casos, o a través de otra modalidad financiera de plaza donde alcanza con hacer una 
promesa de compraventa hasta que se perfeccione la horizontalidad. 


La respuesta es que se trata de un elemento imprescindible para la vivienda de interés 
social, y muy saludable para el funcionamiento del mercado de créditos en Uruguay. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera agregar un comentario. 


Esta propuesta no deroga los regímenes anteriores; eso queda claro. Lo que hace es 
agregar, sumar. Tenía interés en señalarlo porque podríamos quedarnos con la idea de que una cosa 
suple a la otra, y no es así. 


SEÑOR BORDABERRY.- Lo que no me quedó claro es si efectivamente estamos modificando todo el 
régimen de propiedad horizontal. 


Entiendo que esto es beneficioso desde el punto de vista de políticas vinculadas a viviendas 
sociales, y lo comparto. Pero estoy tratando de determinar el alcance jurídico que se pretende dar, para 
luego hacer algunos comentarios. 


Me gustaría saber si se está tratando de modificar el régimen de propiedad horizontal 
exclusivamente para las viviendas de interés social o si se están agregando -al modificar también se 
agrega- normas al régimen general de propiedad horizontal. Esa es mi inquietud. 


Me parece que el alcance de la norma adolece de poca claridad, por lo que considero sería 
bueno agregar otra norma aclarándolo exactamente puesto que esta duda que nos surge hoy se le 
puede presentar al intérprete mañana. 


SEÑOR POLGAR.- Es de carácter general, señor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quizás convendría aclarar que este proyecto de ley no tiene carácter 
derogatorio del régimen de propiedad horizontal vigente y, por tanto, creemos que se debería 
establecer claramente en la norma tanto su alcance como el hecho de que no tiene tal carácter porque, 
de la lectura de la disposición, surgiría todo lo contrario. De no ser así, nos estaríamos metiendo en un 
enorme lío porque, como es sabido, para tener acceso al régimen de propiedad horizontal e incluso 
para vender -lo que en la jerga popular se denomina “en el pozo” y, en la jurídica, “cubo de aire”-, el 
edificio no puede estar terminado, ni siquiera, empezado. 


Consideramos que sería importante incluir una norma aclaratoria en la que se estableciera 
que el otro régimen -más allá de los problemas generados, ha sido muy exitoso- se mantiene vigente, 
más aún cuando estamos introduciendo modificaciones al régimen de propiedad horizontal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No tengo inconveniente en que quede explícitamente consagrado que se 
podrá optar por el régimen vigente o por el nuevo. En realidad, esto sería lo que se le estaría 
proponiendo a la gente. Vuelvo a decir que no tengo inconveniente en aclarar este aspecto; incluso, 
creo que si lo hacemos, estaría llevando luz al artículo 17. Debe quedar claro a todos los miembros de 


la Comisión que aquí no estamos derogando un sistema de propiedad horizontal e instaurando uno 
nuevo, porque ello tendría que dar lugar a otro proyecto de ley. 


De acuerdo con el planteamiento que acaba de realizar el señor Senador Bordaberry, sugiero 
que al artículo 17 se le agregue un inciso -luego se verá en qué parte se incluye- que exprese algo así 
como que este artículo crea una nueva forma de obtención de la horizontalidad por parte de un edificio, 
sin perjuicio de que los regímenes anteriores no se derogan y, por tanto, la opción de tomar los mismos 
sigue vigente. 


SEÑOR TRAVERSA.- Quiero hacer algunas puntualizaciones. 


Del articulado se desprende que el régimen propuesto no es derogatorio del sistema vigente 
hasta la fecha, pues el artículo 17 expresa: “Se considerarán regidos por las normas referentes a la 
propiedad horizontal”, etcétera. Más adelante, se hacen algunas remisiones al régimen vigente 
estableciendo que se continúa aplicando. Por lo tanto, no quedaría derogado. 


Ahora bien, para evitar futuros problemas de interpretación, sugiero que a modo de solución 
final -no inicial- se señale que lo dispuesto en el presente capítulo no supone la derogación del régimen 
actual de propiedad horizontal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por esa razón fue que sugerí incluir una redacción explícita de ese tenor, 
que estableciera que la forma de obtención de la horizontalidad por parte del edificio -que se crea por 
el artículo 17-, no deroga los regímenes anteriores. Por lo tanto, habría libre opción de tomar el camino 
que se quiera y el que más convenga en cada caso. 


SEÑOR BORDABERRY.- Coincido con lo señalado por la señora Presidenta. En lo personal, creo que 
alcanza con agregar al artículo 17 un inciso final que señale que el presente artículo no deroga las 
normas anteriores relacionadas con el régimen de propiedad horizontal. 


No obstante lo expuesto, quiero plantear una segunda preocupación en aras de ver si 
podemos obtener una ley lo más clara posible. De todos los artículos del proyecto, quizá esta parte sea 
la que más dudas me ha generado, porque creo que el tratamiento de los primeros dos capítulos fue 
bastante más sencillo. En este sentido, me parece importante realizar una breve reseña sobre el 
régimen uruguayo de propiedad horizontal. 


El sistema se originó con la Ley N* 10.751, según la cual la propiedad horizontal nace con la 
habilitación municipal. Más tarde, en el artículo 34 del Decreto-Ley N* 14.261, se dice que la propiedad 
horizontal nace no solo antes de la habilitación municipal, sino antes de la construcción del edificio. 
Conforme a esta disposición existe propiedad horizontal y serán de aplicación las normas que la 
regulan, una vez que se hayan cumplido los siguientes requisitos: se conceda permiso municipal, se 
apruebe el plano del proyecto de fraccionamiento, se inscriba el plano en la Dirección Nacional de 
Catastro, se haya otorgado el reglamento de copropiedad, etcétera. Este régimen que estaba previsto 
para los edificios con financiación del Banco Hipotecario del Uruguay, después se extendió a otras 
entidades privadas de intermediación financiera. 


Sin perjuicio de las discusiones doctrinarias referidas al alcance de los derechos del dueño 
de este tipo de unidades y otras cuestiones, cierto es que hoy en día tenemos un régimen que, en 
primer lugar, habilita el desarrollo de inversiones en la construcción de edificios bajo este régimen que 
permite hacer negocios en el pozo o sobre el cubo de aire, como se dice; en segundo término, un 
sistema de protección al adquirente, que es la remisión que se hace a la Ley N* 8.733, de la Promesa 
de Enajenación de Inmuebles a Plazos, que confiere un derecho real. Por ende, por más que el 
proyecto está en el aire, quien compra y adelanta dinero sabe con certeza que tiene una afectación real 
sobre el inmueble, porque o se construye o rescinde; si se construye, tiene el derecho real de exigir 
que se le venda. 


Aquí me gustaría profundizar en el razonamiento para asegurarnos de que no estemos 
privando a las viviendas de interés social del beneficio de que se construya en el pozo, que se financie 


y que se pueda vender mientras está en él. ¿Por qué es eso? Porque parecería que tal como está la 
redacción, recién se va a tener la horizontalidad cuando el edificio esté construido; por ende, para 
utilizar ese instrumento de la construcción en el cubo de aire, el proyecto de inversión requerirá la 
construcción del edificio. O sea que previamente no se podrá hacer uso de ese instrumento que ha 
sido fundamental en la financiación de todos los edificios, que es la posibilidad de que el inversor 
pueda vender los inmuebles antes de que estén terminados. 


Los requisitos que se ponen en el artículo 17 hablan de cuando el edificio ya está construido, 
recién ahí va a tener la horizontalidad y me pregunto si no nos estaremos privando de ese otro 
instrumento que ha sido muy bueno. Esto es, aplicar un régimen general de horizontalidad aun antes 
de que el edificio esté construido. En realidad, estamos agregando algo que parece ser menos bueno 
que lo que está vigente. Entiendo cuál es la motivación -quizá deberíamos estudiar de otra forma la 
redacción de este artículo- porque se basa en algo que ha sucedido: que muchos edificios nunca 
lograban la habilitación final y, por ello, no se podía hacer la escritura final en virtud de que no tenían 
reglamento o no cumplían con lo estipulado en el plano inscripto. Me parece que con la intención de 
regularizar esos casos, ahora estamos coartando a algunas viviendas la posibilidad de recurrir a ese 
régimen. De ahí también mi sugerencia para que se diga que aun las viviendas de interés social no se 
van a manejar necesariamente por este capítulo, salvo para regularizar su situación. A mi entender, 
deberíamos estudiar detenidamente una nueva redacción para clarificar estas dudas, porque creo que 
van en contra del espíritu que creo persigue la ley. Disculpen la extensión y no sé si he sido claro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está bien, señor Senador, porque este capítulo es particularmente complejo. 
Creo que la ventaja del nuevo sistema fue bien señalada: obtener la horizontalidad aunque la 
Intendencia no haya otorgado la habilitación final. Esta es una ventaja, porque destraba una cantidad 
de problemas. 


En cuanto al otro aspecto, me gustaría que fuera desarrollado por quienes nos asesoran 
porque en lo personal el tema me resulta complicado. 


SEÑOR TRAVERSA.- Un poco en la línea que señalaba anteriormente la señora Presidenta de la 
Comisión, quiero decir que la idea del proyecto es mantener vigente las dos vías actuales que el 
ordenamiento jurídico otorga para acceder a la horizontalidad: la clásica, la de la Ley N* 10.751, y lo 
que se denomina horizontalidad en el pozo prevista en la Ley N* 14.261. Estas dos vías no son 
incompatibles y la idea no es dejarlas a un costado a partir de la vigencia de este sistema para las 
viviendas de interés social, sino que convivan los tres regímenes de forma que al encarar la inversión, 
la persona pueda optar por cualquiera de ellos de acuerdo a las condiciones en las que se encuentre y 
según lo que le parezca más conveniente para desarrollar su inversión. Los dos sistemas actuales, 
tanto el de la Ley N* 10.751 como el de la Ley N* 14.261, presentan algunos inconvenientes, tal como 
señaló el señor Senador Bordaberry. Por ejemplo, en el caso de la horizontalidad en el pozo, uno de 
los problemas a la hora de invertir es que el constructor para acceder a ese sistema, necesariamente 
debía pasar por la financiación bancaria para poder construir la obra cuando, quizás, podía tener la 
disposición financiera para llevarla adelante sin tener que pagar el costo financiero. En este caso, este 
sistema ofrece esa posibilidad de que el constructor pueda financiar su obra y, después, una vez que 
tenga construido el edificio, automáticamente puede acceder al sistema de la horizontalidad definitiva 
que se plantea acá, pudiendo comercializar rápidamente las unidades sin tener un desfase financiero 
entre que termina la obra, obtiene la habilitación de la Intendencia y la horizontalidad definitiva. 


SEÑOR RAMOS.- Creo que es importante -por lo que señalaba el señor Senador Bordaberry- poner el 
énfasis en la eventual protección de los derechos del promitente comprador. El tema es que aun en 
este régimen, el promitente comprador no queda desprotegido ni fuera del régimen previsto por la Ley 

N?* 8.733. ¿Por qué? Porque hoy por hoy, en un régimen común -el establecido en la Ley N* 10.751 
donde vamos a obtener la horizontalidad a partir de la habilitación definitiva-, también se puede hacer 
una promesa de compraventa, inscribirla y el promitente comprador igualmente se ampara en sus 
derechos y obtiene un derecho real inmueble eventualmente contra la unidad que surja. ¿Qué pasa 
mientras no surge la horizontalidad? Lo mismo que sucedería en este régimen, es decir, que el 
promitente comprador de alguna manera realiza su derecho eventualmente en forma proporcional 
dentro del inmueble, ya sea propiedad común o solar más las construcciones que estén emplazadas en 
él. La Ley N* 14.261 -concretamente, en su Capítulo lIl- más allá de que otorgue una horizontalidad en 
el pozo, no asegura material ni económicamente al promitente comprador por la construcción del 


edificio. Quiere decir que puedo obtener una promesa contra un bien o padrón individual y eso no 
significa que económicamente yo esté asegurado por la realización de esa construcción. Si lo que se 
pretende es de alguna manera dar seguridad al promitente comprador frente a eventuales ataques 
contra su patrimonio por embargos, entre ellos, contra el constructor, separación, etcétera, se inscribe 
la promesa, pero también se puede inscribir en este régimen. En ese sentido, mientras no se obtiene la 
horizontalidad, este régimen funciona igual que la Ley N* 10.751, donde se puede hacer una promesa, 
inscribirla y recién se obtiene la horizontalidad cuando la Intendencia otorga la habilitación; mientras 
tanto, los derechos del promitente comprador están protegidos. En este régimen, el funcionamiento es 
idéntico, solo que adelantamos la intención de horizontalidad al momento en que esté construido en 
lugar de esperar al trámite municipal por la obtención de la habilitación definitiva. 


Creo que es importante aclarar esto para no enredarnos y pensar que, de pronto, en este 
régimen el comprador queda totalmente desprotegido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si entendí bien, hay dos ventajas: una de ellas es la obtención de la 
horizontalidad, aun antes de la habilitación final de la Intendencia, y la otra tiene que ver con la 
financiación, es decir que cuando el constructor o el promotor tiene financiación propia, puede proceder 
sin necesidad de recurrir a un préstamo bancario, con los costos que esto supone. 


Esas serían las dos ventajas que se sumarían a este nuevo régimen y quien vaya a optar por 
este tipo de construcciones, es libre de elegir el camino que quiera. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera plantear una moción de orden para ver si podemos avanzar. 


Creo que este es un Capítulo complejo y, tal como hemos escuchado hasta ahora, no se 
refiere exclusivamente a la vivienda de interés social. Las dudas surgen en el intérprete cuando dentro 
de un proyecto de ley que se llama de “Promoción de la vivienda de interés social” se incluyen normas 
que modifican todo el régimen general. No sé si este Capítulo no debería tener una ley aparte que se 
llamara, por ejemplo, “Modificaciones al régimen de propiedad horizontal”. Tal vez habría que darle la 
claridad necesaria, de acuerdo con las dudas que se nos están planteando hoy. Y ya que hemos 
aprobado los Capítulos | y Il y solo resta el Capítulo IV, podríamos terminar y seguir discutiendo sobre 
el tema porque, reitero, me surgen varias interrogantes, tanto en este como en otros artículos. En la 
medida en que estamos promoviendo la vivienda de interés social y tenemos claro el objetivo, es muy 
fácil aprobar las normas, pero como estamos modificando un régimen de propiedad horizontal para 
beneficiarlo y, sin embargo, también pretendemos aplicarlo a situaciones que no son de interés social, 
creo que se puede demorar la aprobación de este proyecto de ley. Me gustaría seguir trabajando en 
esto porque creo, además, que no nos va a llevar mucho tiempo, quizás una o dos sesiones más. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La propuesta del señor Senador Bordaberry sería desglosar el Capítulo 111, 
aprobar el resto y luego tratarlo como un proyecto de ley aparte. 


Quisiera tener la opinión del Ministerio con relación a este punto, porque el Poder Ejecutivo 
nos envía un proyecto de ley que engloba todo y, obviamente, sus razones tendrá. También sería 
importante que los representantes del Banco se expresaran. 


SEÑOR POLGAR.- Para mencionar la participación del Banco en el impulso a este proyecto de ley, 
debo decir que tenemos gran expectativa al entender que este es un artículo clave porque estamos 
promoviendo inversión. Los aspectos fiscales -que estaban en los Capítulos previos que ya se han 
analizado- son relevantes, y este Capítulo agrega otro tipo de incentivos y promociones que no pasan 
por lo fiscal, sino que tienen que ver con la oportunidad de realización de la inversión. Según se ha 
dicho aquí hoy, estaría claro que esto no deroga ninguno de los regímenes anteriores, sino que amplía 
aquellos de los que ya se dispone y no deja en peor situación a aquel que no quiera optar por este 
camino. En el contacto que el Banco ha tenido con inversores en el trabajo previo incluso a la 
elaboración del proyecto de ley, se detectó que había un faltante muy importante que no obedecía a la 
modalidad que actualmente hay en el mercado. O sea que hay muchos inversores que aumentarían su 
interés si hay exoneraciones fiscales a esta actividad, en tanto no tendrían que recurrir al 
financiamiento bancario como sí lo hacían quienes estaban en peores condiciones. Se daba, entonces, 


la paradoja de que el que más arriesgaba con capital propio o no de índole financiero, quedaba en 
inferioridad de condiciones. 


Con respecto a los otros artículos, en lo que hace a nuestra perspectiva de ver las cosas y en 
el contacto con aquellos que están interesados en que el Banco participe financiando estas viviendas 
que por naturaleza van a ser del público que necesite de crédito hipotecario, es relevante despejar 
desde el inicio las incertidumbres vinculadas a las demoras en que puede entrar un banco que quiera 
dar una hipoteca, aun establecida la exoneración fiscal. No hay exoneración fiscal si no hay venta y 
tampoco la hay si no hay crédito hipotecario, por lo que el incentivo no está operativo. Entonces, en la 
coyuntura actual, para el público objetivo de esta ley es imprescindible esta ampliación del régimen de 
propiedad horizontal del que disponemos actualmente, que no deroga en absoluto los otros y que, 
inclusive, tiene algunas salvaguardas. Para este caso, la vivienda tiene que estar terminada aunque no 
disponga aún de la habilitación. Desde nuestro punto de vista es importante el mecanismo de 
incentivos. En este caso estamos incentivando la participación privada en la inversión en vivienda y la 
parte fiscal solo es una parte de los incentivos. La rapidez y fluidez de la colocación de la vivienda es 
relevante y es parte inseparable de los incentivos de que se dispone. 


SEÑOR TRAVERSA.- Quiero agregar a la exposición del economista Polgar que, a su vez, el Capítulo 
prevé otra etapa que es de regularización o de posibilidad de obtención de horizontalidad definitiva a 
ciertas construcciones que están en esa situación hace mucho tiempo -aquí el proyecto de norma 
establece diez años de ocupación- de forma tal -y esta es otra medida de impulso que ha presentado 
inconvenientes operativos- que muchas viviendas que hoy en el mercado se están subnegociando o 
negociando por precios más bajos o no pueden ser enajenadas, puedan entrar a él de manera más ágil 
y circular y ser objeto de préstamos, financiaciones, etcétera. Entonces, creo que eso también refuerza 
la necesidad de que este Capítulo sea aprobado conjuntamente con todo este paquete de medidas que 
establece el proyecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros tenemos dos problemas. Queríamos terminar esta ley en el mes de 
mayo, pero la semana que viene, que coincide con las festividades del Bicentenario, estamos muertos. 
O acordamos una sesión extraordinaria para poder llegar, si es que los integrantes de la Comisión 
precisan más tiempo y hacemos el esfuerzo de aprobarla en mayo, aunque no sea en el día de 
mañana, o la aprobamos en junio. Yo desearía aprobarla en mayo porque hay una expectativa entre los 
promotores, los Intendentes y una cantidad de gente que llama todos los días para saber cuándo se 
aprueba. Tuvimos mala suerte, ya que se debieron suspender las sesiones de la Comisión porque 
hubo Asamblea General, interpelación y demás, y entonces nos salteamos reuniones. Pero tampoco 
quiero pasar por arriba de las dudas. Ahora bien, este aspecto lo tenemos que resolver antes de seguir 
adelante, al haberse presentado como moción de orden. Entonces, planteo esa alternativa de adquirir 
el compromiso de aprobar esto en mayo, culminando con una sesión extraordinaria o, en su defecto, 
seguir tal como habíamos acordado. Me parece que podemos abrir esas posibilidades para visualizar 
el proyecto en su conjunto. De todos modos, eso tiene que ser una decisión de la Comisión y no de la 
Mesa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Es posible que no se me haya interpretado, porque no estoy diciendo que no 
vayamos a aprobar esta norma, ya que lo que se está tratando de lograr cuenta con mi acuerdo. Sin 
embargo, creo que deberíamos dar mayor claridad a la iniciativa, y por eso entiendo que por una 
cuestión de técnica legislativa, exclusivamente, no me parece conveniente incluir normas que 
modifican el régimen de propiedad horizontal en una ley de incentivo de la vivienda social, cuando en 
realidad estas normas son tanto para las sociales como para las de otro tipo. Entonces, estando ya 
aprobada la mayor parte del otro proyecto de ley y faltando dos artículos en este caso, propongo que 
aprobemos las dos últimas disposiciones, que son muy sencillas porque simplemente agregan 
facultades al Banco Hipotecario y establecen la posibilidad de prestar en Unidades Indexadas. Por 
consiguiente, repito, me parece conveniente aprobar ese proyecto de ley y después seguir tratando lo 
que hoy tenemos a consideración. En lo personal estoy dispuesto a trabajar en eso hoy o mañana. De 
todos modos, me parece que no vamos a poder avanzar al mismo ritmo en que lo hicimos durante las 
dos últimas reuniones de la Comisión porque este tema es un poco más complejo. También de esa 
manera estaríamos aprobando dos proyectos de ley y no uno. Sé que la cantidad no hace a la 
cuestión, pero sin estar en contra de lo que se está proponiendo, sugiero que aprobemos aquello en lo 
que tenemos acuerdo y trabajemos sobre lo demás. 


SEÑOR TAJAM.- En principio, parece razonable hacer el desglose que propone el señor Senador 
Bordaberry, pero el problema es que no vamos a poder tener el control sobre los rezagos que se 
produzcan en un proyecto y en otro, una vez que adquieran autonomía legislativa fuera de esta 
Comisión. Sin duda, el sistema de propiedad horizontal tiene sus complejidades y los integrantes del 
Ministerio y del Banco Hipotecario han sido muy claros al indicarnos la complementariedad de los 
incentivos, ya sea de los fiscales como de aquellos que remuevan obstáculos para la comercialización 
de lo que fiscalmente se incentivó. Entonces, si estamos a favor de unos tiempos pero después hay 
otros que pueden prolongar a los primeros, el objetivo final puede perder vigencia. 


En lo personal, me inclinaría por hacer un esfuerzo y aprobar todo junto. De pronto, decidimos 
terminar todo en la próxima sesión, pero después se van a tratar los dos proyectos aparte y eso, de 
verdad, me provoca ciertas dudas sobre lo que pueda suceder más adelante. 


SEÑOR LORIER.- Se había planteado una posible solución en el sentido de hacer un engarce y una 
declaración entre el inciso final y el comienzo. Sinceramente, creí que habíamos estado de acuerdo en 
esa posible salida. Lo que no comparto, realmente, es desglosar de este proyecto de ley lo de la 
propiedad horizontal porque de acuerdo con la filosofía de la iniciativa, entiendo que ello es 
fundamental o es un elemento muy importante. Por lo tanto, desde ese punto de vista, me inclino por 
aquellas soluciones -diría- aclaratorias, con todos los elementos que se puedan sugerir para mejorar la 
redacción y la parte de técnica legislativa, pero dentro de la unidad del proyecto. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Compartimos el planteo que ha realizado el señor Senador Bordaberry. Estamos 
analizando una ley específica que tiene que ver con la promoción de la vivienda de interés social, pero 
aquí estamos incluyendo un capítulo que modifica el régimen general de propiedad horizontal. 
Entendemos la preocupación de la señora Presidenta y, además, es preocupación de todos aprobar el 
proyecto de ley lo antes posible. Pienso que podemos encontrar un camino intermedio si nos damos 
unos días para el análisis del tema; quizás podamos llegar a una solución alternativa a las dos que hoy 
están encima de la mesa, es decir, el planteo que hace el señor Senador Bordaberry por un lado y el 
que hacen los señores Senadores Tajam y Lorier, por otro. Entendemos que promover una nueva ley 
nos llevaría mucho tiempo; habría que analizar de qué forma podemos acompasar una con otra. Si no 
podemos votar el proyecto de ley antes de fines de mayo, vamos a intentar que sea en los primeros 
días de junio. De todas formas, vamos a ver si podemos encontrar una solución a este planteo que ha 
hecho el señor Senador Bordaberry, que nos parece muy atinado y que estaría promoviendo un 
cambio sustancial en lo que tiene que ver con el régimen general de propiedad horizontal que hoy está 
vigente. Además, creo que tenemos algunos temas que están pendientes, que tenemos que resolver y 
acordar para lograr el voto unánime de los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR TAJAM. - Aparte de este capítulo sobre la horizontalidad tenemos pendiente el Capítulo IV 
“Disposiciones varias”, que no plantea mayores problemas y otros artículos que tenemos que integrar, 
que vienen como propuesta de la misma Agencia. Algunos son un poco extensos y, por lo tanto, nos 
pueden llevar el resto de la reunión de hoy. Entonces, podemos terminar eso y darnos un tiempo de 
estudio para el Capítulo I1!. 


Hace un momento el señor Senador Bordaberry decía que no habría mayores problemas en 
el último capítulo y podríamos ver lo correspondiente a integraciones y el artículo 11, con respecto al 
cual creo que había una propuesta del señor Senador Goldaracena. Por lo tanto, podríamos ver ese 
paquete en el día de hoy y dejar el otro para la próxima sesión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a intentar transitar por la siguiente propuesta: en principio, de los 
cinco señores Senadores de la Comisión, tres pensamos que es mejor aprobar el proyecto todo junto 
mientras que los otros dos Senadores están en otra postura. Para poder conciliar las dos posiciones, 
evidentemente, la fecha que habíamos sugerido no es viable. Esta es la primera conclusión que saco. 


Por otra parte, resta hacer el afinado de algunos artículos en relación a los cuales habíamos 
hecho consultas. Eso ya está resuelto. Falta reconsiderar el artículo 11 y terminar con esta parte. 
Propongo a la Comisión hacer un esfuerzo y realizar alguna sesión extraordinaria para terminar el 
análisis del proyecto de ley en Comisión este mes y, en la primera sesión de junio, aprobarlo en el 
Senado. En el caso de que esta propuesta contemple todas las posiciones, podremos proceder así; 


quizás tengamos que pedir a nuestros invitados que asistan a otra sesión de la Comisión. Creo que 
tampoco es bueno que llegue algo confuso al Senado y esto lo sabemos por experiencia. Si los 
señores Senadores están de acuerdo, dejamos sin efecto lo dispuesto para el día 11, hacemos el 
esfuerzo de resolver este proyecto de ley durante el mes de mayo -vamos a tener que convocar a 
alguna sesión extraordinaria, lo que podrá ser acordado- y lo aprobamos en la primera sesión de junio, 
aunque el Vicepresidente mañana quiera matarme porque le pedí que pusiera este asunto como primer 
punto del Orden del Día de la sesión. De esta manera, pasará a la Cámara de Representantes con la 
redacción más clara posible. Me parece que con eso contemplamos todas las miradas sobre el tema. 
En consecuencia, continuamos trabajando en la tarde de hoy para avanzar todo lo que podamos y 
luego veremos cuándo fijamos la sesión extraordinaria. 


SEÑOR BORDABERRY.- No quiero ser insistente, pero me da lástima perder el lugar que ya está 
dispuesto en el Orden del Día de mañana, teniendo ya aprobados tres de cuatro Capítulos. Eso no 
quita que se pueda fijar una sesión extraordinaria para aprobar el Capítulo que falta. De mi parte, no 
hay problema, pero considero que el hecho de aprobar los incentivos tributarios pondrá en 
funcionamiento una cantidad de cosas para las personas que estén interesadas en invertir, lo que me 
parece un buen mensaje. A su vez, esto tampoco impediría aprobar rápidamente el Capítulo II que 
quizás es el menos sencillo porque se afectan normas que hacen a la traslación de la propiedad y a la 
seguridad jurídica, especialmente en el caso de las viviendas con destino a casa habitación de familias. 
Obviamente, esto requiere un mayor estudio. Hoy estuve viendo las normas que ha modificado el 
régimen de propiedad horizontal y la verdad es que han sido muchísimas a lo largo de la historia. Hay 
que tener cuidado de no afectar ninguna norma. Por ejemplo, cuando analicé esto, estaba convencido 
de que se aplicaba solamente a la vivienda de interés social porque está incluido dentro de esa ley y, 
por tanto, parece ser que, al no haber una aclaración expresa, la ratio lleva a que sólo se aplique a 
éstas. Sin embargo, me planteé la hipótesis de si se aplicaba a todas y tampoco me quedó claro si 
seguía vigente el otro sistema. Creo que hay que dejar bien claro cuáles son los sistemas vigentes 
para el intérprete y balancear el incentivo del que construye y vende con la seguridad del que compra, 
adelanta dinero y luego recibe su vivienda. Reitero que me da lástima no poder aprobar esto en el día 
de hoy y adelanto mi compromiso de reunirme las veces que sea necesario en este mes para aprobar 
este Capítulo III. Quizás podamos fijar una sesión extraordinaria el jueves o el próximo martes por la 
mañana, aprovechando que no hay sesión del Senado. De esta forma, mañana quedaría aprobado, lo 
enviaríamos a la Cámara de Representantes y hablaríamos con nuestros compañeros de Partido que 
están en la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de esa Cámara para que lo traten y lo 
aprueben; en nuestro caso, estamos hablando de la doctora Montaner. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Senador nos comprenderá, ya que él también integró el Poder 
Ejecutivo. A nosotros nos pesa la opinión de nuestro Ministerio, que nos pide que aprobemos el 
proyecto de ley en conjunto; quiero ser franca en esto. 


Creo que esto tiene las razones de la globalidad, de que no se produzca un desfase entre las 
dos patas, en caso de que las haya. 


Personalmente, me inclinaría por hacer el esfuerzo y, si tenemos que aprobar el proyecto de 
ley en el Plenario en la primera sesión de junio, lo haremos en ese momento. Cuento con la buena 
voluntad de todos los Legisladores que integran esta Comisión. Debo agregar que también me gusta 
porque venimos aprobando el proyecto de ley por unanimidad y ese es un diferencial importante. Por 
esa razón, propongo que hagamos el esfuerzo de aprobar el proyecto de ley globalmente, realicemos 
algunas sesiones que nos permitan aprobarlo en Comisión en mayo y, de esa forma, tener todo pronto 
para considerarlo en el Plenario en la primera sesión de junio. 


Reitero, esa es mi propuesta para cerrar esta conversación. 


Ya que esta decisión no impide que sigamos trabajando, propongo que continuemos con la 
consideración del proyecto de ley. 


Volviendo al artículo 17, considero que habría que incorporarle un inciso final, que podría 
decir: “En el presente artículo se crea una nueva forma de obtención de la horizontalidad por parte de 


un edificio, sin perjuicio que los regímenes anteriores no se derogan y, por tanto, la opción de tomar los 
mismos sigue vigente”. De esta forma, clarificamos una de las dudas que se habían planteado. 


Me gustaría saber si los señores Senadores desean proponer algún otro agregado a este 
artículo o si hay acuerdo en cuanto a la redacción que planteo. 


SEÑOR CHIRUCHI.- ¿Por qué no dejamos la inclusión de este agregado para la sesión de la próxima 
semana y, si consideramos viable acordar una solución alternativa, ya lo hacemos? Planteo esto por la 
complejidad que el tema implica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Podríamos hacerlo, señor Senador, pero pienso que sería bueno abordarlo 
ahora, ya que contamos con la presencia de los representantes del Banco Hipotecario del Uruguay; 
ellos son quienes más han lidiado con los temas de la horizontalidad, como nos contaba el señor 
Ramos cuando compareció en la Comisión. 


Si los señores Senadores quieren dejarlo en suspenso, no lo votamos, pero adelantemos lo 
que modificaremos. 


En lo personal, seguiría trabajando sobre el Capítulo Il porque, como es el más complicado, 
es el que nos llevará más tiempo. 


Entonces, reitero que quedaría planteado agregar un inciso final -luego lo repartiremos para 
que los señores Senadores dispongan de su redacción- que diga: “En el presente artículo se crea 
una nueva forma de obtención de la horizontalidad por parte de un edificio, sin perjuicio que los 
regímenes anteriores no se derogan y, por tanto, la opción de tomar los mismos sigue vigente”. Ese 
sería el texto propuesto. Entonces, dejaríamos en suspenso la redacción del artículo 17, para que todo 
el mundo estudie y analice si estaría de acuerdo con el agregado propuesto. 


Seguidamente pasaríamos a considerar el artículo 18. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes de continuar, me gustaría señalar que hay problemas de redacción en 
el literal A) del artículo 17, donde sobraría una coma. Cuando dice: “Que se haya concedido por la 
Intendencia respectiva,” no creo que vaya esa coma. A mi entender debería decir: “A) Que se haya 
concedido por la Intendencia respectiva el permiso de construcción del edificio de que se trate...” 
Reitero: me parece que la coma no debe ir ahí. 


SEÑOR LORIER.- Quizás también sería más conveniente poner “Intendencia correspondiente”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Siguiendo con la lectura, me animaría a decir -y no es una crítica a mis 
colegas- que esta norma no está redactada correctamente. Hoy en día se enseña que las frases no 
deben tener más de quince palabras y en esta iniciativa nos encontramos con frases muy largas. De 
esta forma se pierde claridad y aunque creo entender lo que se persigue, se hace muy largo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Senador: sé que usted sabe más que yo de redacción, pero quizá 
podríamos decir: “Que se haya concedido por la Intendencia respectiva el permiso de construcción de 
edificios de que se trate”, poner un punto ahí y continuar diciendo: “Que se haya aprobado...”, 
estableciendo las dos condiciones por separado para que la frase no sea tan larga. Me parece que así 
se mejoraría la comprensión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Así es, porque son dos requisitos que se necesitan y que no sé por qué 
motivo los incluimos en un solo literal. Quizá el motivo sea que seguidamente se establece: * 
conforme a los cuales han sido realizadas las construcciones y será atribuido el dominio separado de 
las unidades”. No queda claro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, a este inciso A) vamos a dejarlo pendiente a efectos de buscar 
una mejor redacción que exprese claramente lo que queremos decir. 


SEÑOR BORDABERRY.- En realidad se habla de dos supuestos necesarios para que se cumplan los 
dos requisitos. Lo mismo sucede con el literal B). Entonces, quizás lo mejor sea dividirlos para que 
queden más claros. 


“ 


El literal B) establece: “Que se haya inscripto en la Dirección Nacional de Catastro...” y “... 
efectuado el empadronamiento y avalúo fiscal de las unidades que indica dicho plano”. Y ni qué hablar 
del literal C), porque cuando terminé de leer ya había olvidado lo que decía al principio. 


Me permito hacer una anotación. Dicen que en el año 1900 las frases tenían en promedio 70 
palabras, en 1940, 40 palabras, en 1960, 25, y hoy en día, todos los maestros de la escritura -entre 
ellos, Chomsky- enseñan que para que las frases sean claras no deben contener más de 15 palabras. 


En realidad, no me siento cómodo con esta técnica legislativa; tampoco es una tarea que 
deban hacer los señores asesores, sino nosotros como Legisladores tenemos que dar la claridad 
necesaria. Le pido a la señora Presidenta por favor que no me pidan en el Plenario que explique 
este literal C). En todo caso, asuma usted esa consecuencia. 


(Hilaridad) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ya que tenemos más tiempo vamos a pensar una nueva redacción, porque 
aquí no estamos hablando de contenidos sino de cómo los expresamos. Entonces, partiendo de la 
base de que estamos de acuerdo con el contenido, pensemos una redacción que a todos nos resulte 
más clara, más concisa y más fácil para quien vaya a hacer uso de la ley. Entonces, nos 
comprometemos a pensar una redacción porque creo que ahora no estamos en condiciones de 
elaborarla. 


Considero que debemos ingresar en el análisis del artículo 18, para poder ir limando otros 
aspectos. 


Léase el artículo 18. 
(Se lee:) 


“Artículo 18. (Horizontalidad definitiva).- La horizontalidad emergente del cumplimiento de los 
requisitos determinados en el artículo anterior tendrá carácter definitivo, no rigiendo lo dispuesto por el 
inciso segundo del artículo 30 de la Ley N* 10.751, sin perjuicio de las facultades de la Intendencia 
respectiva de fiscalización de la obra, otorgamiento de la habilitación final y adopción de las medidas 
administrativas pertinentes, así como de las responsabilidades de los técnicos intervinientes en su 
caso. Las diferencias en la configuración de las unidades y bienes comunes producidas por el proceso 
de implantación de la obra, que sean objeto de mensuras futuras, no requerirán ratificación de los 
instrumentos otorgados en su oportunidad, entendiéndose que los derechos y obligaciones generados 
por estos, se hacen extensivos a dichas diferencias.” 


- En consideración. 


SEÑOR TAJAM.- El segundo inciso refiere a las diferencias en la configuración de las unidades que 
sean objeto de mensuras futuras y señala que no requerirán ratificación, por lo que consulto si sería lo 
mismo que las diferencias que se podrían dar entre la habilitación provisoria -del arquitecto, director de 
obra o el ingeniero agrimensor mencionado en el artículo anterior- y la habilitación definitiva que está 
dando la Intendencia a través de este artículo. No sé si se refiere a esto porque no logro captar la 
necesidad de ratificar una diferencia de mensura. 


SEÑOR TRAVERSA.- Efectivamente, señor Senador, el inciso refiere a ese punto, pues como se 
otorga la horizontalidad sin tener la habilitación definitiva de la Intendencia y podría surgir, 
eventualmente, alguna diferencia en la mensura, la idea es que posteriormente ello no afecte todos los 
instrumentos otorgados, como ser promesas, hipotecas e, inclusive, reglamentos de copropiedad. Este 
era uno de los problemas que planteaba el régimen de la horizontalidad en el pozo y, entonces, 
previendo esa dificultad, la norma establece que los derechos otorgados en función de la horizontalidad 
definitiva se extenderán a las diferencias que luego surjan en esa habilitación, ya sea que la propiedad 
mida más o menos, o tenga un área común. Queda claro que esto no supone la modificación de todos 
los instrumentos ya otorgados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces la diferencia estaría en que acá la horizontalidad la damos sobre 
un bien terminado, aunque no tenga el final de obra de la Intendencia y, en el otro caso, se otorgaba 
sobre un bien virtual o que todavía no existía. Esta es una de las diferencias. 


Entonces, de algún modo, este sistema agiliza el trámite. Obviamente, en todas las obras 
siempre hay un desfase -es raro que no suceda- entre el proyecto presentado, los planos, y la 
construcción. Este tema lo tengo visto desde hace muchos años y creo que siempre puede haber una 
pequeña diferencia. Lo importante es que esa diferencia no tranque todo el proceso que se desata y 
que consideramos debe ser más ágil. Creo que esto es lo más importante de este artículo. Me parece 
que tampoco perjudica a las Intendencias respectivas porque, en el caso de haber irregularidades, 
pueden operar sobre el bien sin ningún inconveniente. Lo que hacemos, sencillamente, es tratar de que 
todo el proceso, desde la concepción del proyecto hasta su finalización, sea más fluido que como se 
venía dando en los regímenes anteriores. Entiendo que esa es la intención en este artículo 18. 


SEÑOR BORDABERRY.- Estoy analizando este artículo y he notado que dice que no rige lo dispuesto 
por el segundo inciso del Artículo 30 de la Ley N* 10.751, disposición transitoria que establecía lo 
siguiente: “No podrá autorizarse escritura pública alguna de traspaso de dominio o de hipoteca, sobre 
la propiedad de un departamento o piso de un edificio, ni podrá ser inscripta en los registros 
respectivos, sin que se haga expresa constancia de la declaración municipal que antecede, y de que 
ha sido asegurado contra incendios”. Si bien se deja sin efecto esa prohibición, se mantienen las 
facultades de la Intendencia de fiscalizar la obra, otorgar la habilitación final y adoptar las medidas 
administrativas pertinentes. En realidad, creo que las facultades de la Intendencia quedan casi sin 
posibilidades de ejecución porque, obviamente, si no son un requisito para vender, no importará que 
luego fiscalice. Supongo que tendrá que poner una multa; pero lo que quiero decir es que se trataba 
de un instrumento muy importante, en especial en algo que, según creo, hace mucho a este tipo de 
construcciones: la previsión contra incendios. Hay que contar con planes efectivamente correctos con 
relación a lo que son los accidentes. 


Confieso que también tengo algunas dudas con esta norma y estaba buscando en la 
Constitución de la República lo referente a la función de policía edilicia que tienen los Gobiernos 
Municipales, pero sin estudiarlo a fondo, es un tema sobre el que no me puedo pronunciar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 30 de la Ley N* 10.751 prohíbe enajenar o hipotecar sin la 
habilitación final de la Intendencia y eso es lo que se remueve en este artículo. De algún modo, 
también se le dan garantías a la Intendencia y, en este sentido, quisiera consultar a los integrantes del 
Ministerio si a fin de aclarar este artículo se podría agregar una normativa que tuvo durante mucho 
tiempo el Banco de Previsión Social cuando construía las viviendas para jubilados. Me refiero a contar 
con una garantía para la Intendencia por parte de quien hace la obra de modo que, por ejemplo, si no 
cumplió con el metraje o se advierten irregularidades, haya otro inmueble que permita presionar de 
algún modo para que se cumpla con todo lo que se dijo que se iba a hacer. El Banco de Previsión 
Social transitó por este camino durante mucho tiempo. En ese sentido, se podría hacer un agregado en 
este artículo que brindara seguridad incluso a las Intendencias. La verdad es que no había pensado en 
el tema de los incendios pero podemos preguntar al Ministerio cómo visualiza esta situación. 


SEÑOR RAMOS.- Voy a hacer una aclaración. El artículo 30 de la Ley N* 10.751 establece 
como requisito en el control de las escrituras por parte de los escribanos el seguro contra incendio y la 
habilitación municipal otorgada por la autoridad administrativa. O sea que este artículo refiere al seguro 
contra incendio porque precisamente la Ley N* 10.751 no establecía como requisito de constitución de 


la horizontalidad este seguro, sino que lo incorporaba como un requisito de contralor por parte del 
escribano. Posteriormente, leyes modificativas lo incluyeron como un documento constitutivo; 
concretamente, lo vamos a ver en la Ley N* 14.271 como un elemento constitutivo de la 
horizontalidad. En este proyecto de ley se refleja exactamente lo mismo: la contratación del seguro 
contra incendio es un elemento constitutivo de la horizontalidad y por tanto no sería necesario que un 
artículo expresara que el escribano debe hacer su control porque, precisamente, el profesional que 
actúe en cualquier negociación referente a una unidad emergente de esta horizontalidad, va a tener 
que controlar sus elementos constitutivos, entre los cuales está el seguro contra incendio. 


Otro de los temas es el de la habilitación municipal y los contralores que la municipalidad 
ejerce en función de la construcción. Quizás volvemos a reiterar los conceptos que hemos vertido 
anteriormente. En realidad, la municipalidad debería ejercer su control técnico en tanto el edificio 
comienza a construirse y no posteriormente. Sinceramente no he visto -quizás haya algún caso pero no 
lo conozco- ningún caso especial en el cual la municipalidad haya ordenado demoler el edificio o 
impedido su ocupación por no haber cumplido con el deber municipal, aun en el régimen actual. Aclaro 
que no estoy hablando de este régimen sino del que ya tenemos. La experiencia indica que lo único 
que la Intendencia hace es trabar la horizontalidad, pero eso no impide la negociación de las unidades 
que se hace por vía de las cesiones de las promesas de compraventa, que como decíamos hoy es el 
instrumento básico para actuar en ese estado de horizontalidad en el pozo. Es más, la Intendencia 
hace una suerte de ficción y dice: no le otorgo la horizontalidad porque no le doy la habilitación de ese 
edificio pero sí comienzo a cobrarle los impuestos como si fuera propiedad horizontal, lo cual lleva a 
una contradicción. Entonces, cabe preguntar a la autoridad municipal si es una propiedad horizontal o 
no. En caso de que no lo sea, ese término vale para todo. 


De ninguna manera -por eso se hizo hincapié en los términos de esa ley- se intenta impedir 
la fiscalización por parte de la Intendencia, al contrario, ni tampoco se intenta impedir o evadir una 
habilitación municipal posterior, que sí va a tener incidencia en futuras reformas constructivas o futuras 
refacciones en alguna unidad o en todo ese edificio. Si el permiso de construcción no está en forma y 
debidamente habilitado, esas futuras refacciones no se podrán hacer. 


Creo que lo que tenemos que hacer es trasladar qué es lo que pasa en la propiedad común, 
donde necesariamente la habilitación no implica un elemento que configura la individualización del 
inmueble, es decir que para que se pueda vender una casa en propiedad común, no se necesita tener 
la habilitación municipal. Y eso no implica que la Intendencia deje de hacer sus controles; los hace y 
efectivamente. Lo mismo debería suceder en el caso de la propiedad horizontal, donde necesariamente 
el Legislador del año 1947 puso como elemento un acto administrativo de habilitación municipal 
cuando, perfectamente, podría haberlo sometido a otra circunstancia y no a la de habilitación. En 
definitiva, se podría haber exigido, como estamos estableciendo acá, un certificado técnico o una 
evaluación técnica que no dependiera del ente administrativo. De todos modos, el Legislador en ese 
momento creyó más conveniente poner este requisito, pero eso no nos asegura que el edificio, de 
alguna manera, cumpla con el tema ocupacional, porque evidentemente la experiencia que tenemos es 
que los edificios están ocupados, funcionan como horizontales, la Intendencia les cobra como si 
tuvieran esa calidad y en los hechos lo único que tenemos es un impedimento jurídico para proceder a 
las negociaciones sobre esas unidades. En definitiva, eso es lo que estamos tratando de saldar aquí. 


SEÑOR TRAVERSA.- Simplemente quería agregar que el articulado propuesto es muy cuidadoso en el 
sentido de preservar las potestades de control de las Intendencias, no solo con posterioridad a la 
construcción del edificio, sino también con anterioridad. De hecho, entre los requisitos que debe 
controlar el Director de Obra y el Agrimensor al momento de emitir el certificado de habitabilidad, que 
es la llave de este sistema, es que no exista sobre los edificios ninguna observación pendiente o 
ninguna medida administrativa por parte de la respectiva Intendencia. Quiere decir que si la 
Intendencia controla, tiene alguna observación en el correr de la construcción y hay alguna pendiente, 
no se puede otorgar el certificado y por tanto no se puede acceder a este régimen de horizontalidad. 
Entonces, creo que el articulado es bastante cauteloso, tanto durante la obra como después de la obra, 
en cuidar las potestades de control de la Intendencia. 


SEÑOR BORDABERRY.- Tengo algunas dudas que espero no se confundan con críticas. Para la 
correcta inteligencia de este artículo 18, tenemos que ir al principio del artículo 17 de la redacción 
propuesta. Allí se dice: “Se considerarán regidos por las normas referentes a la propiedad horizontal y 


sus unidades pueden ser objeto de traslación de dominio o afectación con derechos reales en forma 
individual, los edificios construidos que cumplan a su respecto los siguientes requisitos”, y nombra el 
A), el B) y el C). En el D) se habla de que se contrate el seguro contra incendio previsto por el artículo 
20 de la Ley N* 10.751 en la forma establecida por el literal C) del artículo 5% del Decreto-Ley N 
14.261. Pero en el artículo 18 se establece que no rige lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 30 
de la Ley N* 10.751. Precisamente, ese inciso dice que no se autorizan las relaciones de dominio en 
dos supuestos: uno es el supuesto de la parte municipal, pero el segundo habla de que se hayan 
asegurado los bienes. Entonces, estamos estableciendo en el literal D) del artículo 17 la obligación de 
contratar un seguro, mientras que en el inciso primero del artículo 18 se dice que para hacer la 
traslación de dominio no es necesario contratar un seguro. Entonces, obviamente, ahí tenemos algo 
que se debe aclarar. También me llama la atención el literal D) del artículo 17 -pido disculpas por ir 
hacia atrás, pero es el propio artículo 18 el que me lleva a  eso-, donde se hace referencia al artículo 
20 de la Ley N* 10.751 y se dice que la prima del seguro de incendio se trata como una expensa 
común, lo cual es correcto porque es la solución de esa ley; sin embargo, la misma norma establecía 
que esa expensa era común y que en caso de siniestro lo que se pagaba se distribuía de determinada 
forma, cosa que no se repite en el literal D) y no sé si eso fue una omisión. Si no recuerdo mal, decía 
que cada propietario contribuirá al pago de la prima en proporción al valor de su apartamento y en la 
misma proporción la cobrará en caso de siniestro. Esa última parte no ha quedado redactada en el 
nuevo articulado. No sé si fue con intención, pero eso tiene solución diciendo que, en realidad, no se 
quiso modificar el artículo 20. En ese caso no sé por qué en el literal D) se dice: “considerándose la 
prima correspondiente como expensa común”. Es una duda que me planteo y supongo que lo mismo le 
sucederá al intérprete el día de mañana cuando lea los artículos y haga las remisiones 
correspondientes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A la pregunta del señor Senador Bordaberry voy a agregar otra. El inciso D) 
del artículo 17 se refiere al 20 de la Ley 10.751, pero el artículo 18 se refiere al inciso segundo del 
artículo 30. No conozco en detalle dicha ley; habría que ver la injerencia que hay entre el artículo 20 y 
el 30 para ver si están referidas, probablemente, a cuestiones diferentes. Agrego esta observación 
antes de que se hagan las aclaraciones, porque me llama la atención que se refiera a dos artículos 
diferentes de la misma ley. 


SEÑOR BORDABERRY.- En realidad, el artículo 20 de la Ley N* 10.751 establece la obligación de 
contratar el seguro -y que me corrijan, si no es así, los asesores que están presentes-, la forma en que 
se va a contribuir a la prima y el modo en que se va a cobrar en caso de siniestro por cada uno. El 
inciso segundo del artículo 30 de la Ley No 10.751 establece la prohibición a autorizar traslaciones de 
dominio si no está el seguro contratado. Lo que sucede es que aquí estamos actuando de la misma 
forma que lo hizo la Ley N* 10.751 al establecer la obligación de contratar el seguro, pero estamos 
derogando la prohibición de autorizar una escritura si no está contratado un seguro de incendio. Y no 
sé si es eso lo que estamos buscando, es decir, que no estén contratados los seguros de incendio o 
que no haya sanción o prohibición a eso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Quedaron claras las dudas de los señores Senadores? 


SEÑOR RAMOS.- En definitiva, el artículo 30 establece que el escribano deberá controlar y el artículo 
20 dice que se deberá contratar un seguro. Es decir que son dos acciones diferentes. Si bien no se 
menciona un control específico por parte del escribano que interviene en el negocio, el control del 
seguro debe darse, necesariamente, como elemento constitutivo de la horizontalidad, como se 
controla, por ejemplo, el reglamento -todos los escribanos ponemos el reglamento-, y como también se 
menciona el plano. Me refiero a elementos específicos de la constitución de esa horizontalidad porque, 
evidentemente, es lo que da causa y formación a ese negocio definitivo. Es decir, tengo un inmueble 
horizontal porque se dieron todos los elementos constitutivos. 


El artículo 30 tenía su razón de ser, no tanto en el seguro contra incendios, sino en el control 
de la habilitación municipal, porque es el único artículo dentro de la Ley N* 10.751 que menciona la 
habilitación como elemento constitutivo o imprescindible de esa horizontalidad. No se menciona en otra 
parte. Por lo tanto, era evidente que el artículo 30 tenía su razón de ser, su fundamento. Hoy por hoy, 
cuando prescindimos de la habilitación municipal y estamos exigiendo la contratación del seguro contra 
incendios, evidentemente, el artículo 30 pierde trascendencia. Simplemente, acá se hace una mención 
a que no rige lo dispuesto para no generar confusiones por parte del intérprete y no por otra cosa. 


Cuando se establece que la prima correspondiente se tomará como una expensa o gasto común, 
corresponde aclarar que esto es correcto porque en general, en el régimen de propiedad horizontal la 
contratación del seguro forma parte de los gastos comunes. ¿Qué sucede”? Este régimen de propiedad 
horizontal de ninguna manera altera el régimen dispuesto por la Ley N* 10.751 ya que incluso esta se 
inserta en el sistema actual en cuanto a todas las facultades de administración. Es decir que el 
régimen de propiedad horizontal tiene una parte vinculada a la constitución del régimen en sí y otra de 
desarrollo o administración del mismo. Cuando la Ley N* 10.751 determina cómo va a funcionar ese 
seguro en caso de siniestro, se está refiriendo a cómo se va a administrar la propiedad horizontal. Creo 
que eso rige también aquí y no era necesario establecerlo en forma expresa como tampoco lo es decir 
que funcionan las asambleas, los quórum o las facultades del administrador. Quizás, aquí sólo 
intentamos focalizar la parte de la constitución del régimen de propiedad horizontal y no la de la 
administración porque esta no varía para nada y sigue siendo la misma de siempre. La última variante 
que se introdujo en el tema de la administración se realizó a través de la Ley N* 14.560 y partir de ahí 
esto no se tocó más y no se hizo nada nuevo en esta materia, aunque debería hacerse, pero eso es 
harina de otro costal. Entonces, este régimen tampoco toca lo relativo a la administración, no se mete 
en esto. Simplemente, se hace una mención a la consideración de expensa común. 


Por otro lado, entiendo lo que se ha dicho respecto a la técnica legislativa en el sentido de 
que se considera engorrosa y lo reconozco pero, ¿qué es lo que pasa? El grupo de técnicos del Banco 
que trabajó en esto intentó reproducir muchas de las situaciones que se venían dando en la aplicación 
de las Leyes N* 10.751 y 14.261, para que el intérprete y el profesional se encontraran con algo común 
y habitual. Cuando mencionamos estos requisitos lo hicimos prácticamente con la misma redacción 
que tenían las leyes anteriores. Así, el profesional que vea esto ahora va a pensar que es lo mismo que 
le pedía antes, que no es algo diferente. Precisamente, tratamos de evitar un esfuerzo de 
interpretación aún cuando la técnica legislativa no sea la mejor o la más adecuada en la actualidad. 
Esa fue la intención pero queda claro que nadie impide que se modifique esta redacción y que se den 
parámetros en esta materia que planteen una redacción más escueta y, quizás, más sencilla. Eso fue 
lo que intentamos y esa es la explicación de lo que hoy tenemos. En ese sentido, entendemos que los 
señores Senadores al analizar el texto puedan pensar que es algo engorroso. En realidad, para los 
técnicos que trabajan en el tema, esto es algo habitual y no se despega de las redacciones de las leyes 
anteriores. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que eso está bien pero cuando el texto reproduce el artículo 20 de la 
Ley N* 10.751 y deja una parte afuera, se presta para ese tipo de dudas y parecería que ya no se 
distribuye a prorrata de la misma forma que se pagan las primas en el caso de siniestros. Por tanto, 
creo que sería bueno aclarar esto. 


Quizás lo otro que se menciona sí es una decisión política en la que está incluida el tema del 
voto; en lo personal, no estoy de acuerdo con que se autoricen escrituras públicas de traspaso de 
dominio o de hipoteca sin que haya un seguro contra incendio contratado. Me parece que una cosa es 
el problema de la redacción y el que estemos endilgando a los Municipios los retrasos que existen y 
otra que digamos que para adquirir la horizontalidad es necesario contratar un seguro y a renglón 
seguido dispongamos que se puedan vender sin él. Me parece que habría que aclarar eso de alguna 
forma porque el artículo 30 no sólo habla de municipalidad sino que refiere a la declaración de la 
municipalidad, establece la obligación de contratar el seguro y los efectos que produce el hecho de 
que no exista dicha declaración y de que no se contrate el seguro. Los efectos son, precisamente, que 
no se pueden autorizar traslaciones de dominio. Queremos sacar a la declaración de la municipalidad 
el efecto de no autorizar la traslación de dominio, pero se la estamos sacando también a la 
contratación del seguro después que establecemos que es obligación contratarlo, con lo cual pienso 
que hay una contradicción. 


En lo personal, he sufrido -al igual que quienes están acá.- de la “municipalitis”. Aprovecho a 
decirlo ahora, ya que hay funcionarios de la Intendencia que han estado del otro lado del mostrador en 
alguna oportunidad. De todos modos, creo también que a veces es culpa de los profesionales, de los 
arquitectos o ingenieros que hacen los planos, que no corrigen las cosas o lo hacen después y llegan 
tarde. 


Entonces, me parece que con el cambio propuesto, al sacar a la Intendencia, no suprimimos 
los problemas, y quizás estemos generando un segundo monstruo, porque los trámites municipales 


eran lentos, pero nos aseguraban determinadas certezas y el cumplimiento de las normas. 


El hecho de decir que ahora alcanza con que un profesional firme, es una medida que me 
encanta. Reitero, lamento que no estén los representantes del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente aquí... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Están aquí presentes, señor Senador. 
SEÑOR BORDABERRY.- Si es así, mejor. Entonces, los vamos a “subir al carro”. 


Sería bueno que se estableciera la misma medida para la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente y que sea suficiente con una declaración de un profesional. De esta forma, nos evitaríamos 
esos engorrosos años que traban inversiones en el Uruguay porque se inicia un trámite y no se termina 
nunca. 


Entonces, si autorizamos a los profesionales para que, mediante un certificado, tengan la 
posibilidad de habilitar, bajo su responsabilidad, edificios que serán la casa habitación de las personas, 
¿por qué no hacerlo para otras áreas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente? Pienso que sería bueno estudiarlo, y más teniendo en cuenta que han venido 
representantes de ese Ministerio al Senado y nos plantearon que no tienen funcionarios suficientes 
para hacer los estudios ambientales. 


En los hechos, lo que hoy estamos haciendo con este capítulo es sacar la responsabilidad a la 
Intendencia y privatizarla. Y a mí me encanta privatizar; por eso, privaticemos hasta el fondo, que me 
parece está muy bien. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera que se leyeran por Secretaría los artículos 20 y 30 de la Ley 
N* 10.751 para que todos sepamos a qué nos estamos refiriendo, ya que podemos tener puntos de 
vista diferentes con relación a este aspecto. 


En lo personal, entiendo que el seguro contra incendios está comprendido en el inciso D), lo 
que me asegura que se cuente con este seguro. De esa forma, resultaría ocioso el inciso segundo del 
artículo 30. Por ello, solicito que se lea por Secretaría para ver de qué manera destrabamos este punto. 


SEÑOR SECRETARIO.- Se trata del Título Ill, “De la destrucción del edificio y del seguro”. 
“Artículo 20.- Es obligatorio el seguro contra incendios y daños de ascensor de todo edificio regido por 
esta ley. Las primas de seguro se consideran expensas comunes. 


Cada propietario contribuirá al pago de la prima en proporción al valor de su departamento o piso, y en 
la misma proporción lo cobrará en caso de siniestro”. 


El artículo 30 está incluido dentro del Título VI, “Disposiciones finales”. “Artículo 30.- La 
Municipalidad determinará, en cada caso, si el edificio que se pretende dividir en departamentos o 
pisos, o construirse bajo el amparo de esta ley, cumple con las exigencias de la misma y con las 
ordenanzas municipales que a ella se refieren. 


No podrá autorizarse escritura pública alguna de traspaso de dominio o de hipoteca, sobre la propiedad 
de un departamento o piso de un edificio, ni podrá ser inscripta en los registros respectivos, sin que se 
haga expresa constancia de la declaración municipal que antecede, y de que ha sido asegurado contra 
incendios”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No sé si alguien más quiere opinar sobre esta diferencia. En lo personal, 
entiendo que el inciso obliga a la contratación del seguro y que en el artículo 18 ya queda implícita. Eso 
es lo que yo entiendo, pero, en realidad, nunca hice una escritura ni la voy a hacer. La impresión que 
me queda es que la seguridad queda cubierta en el inciso D) del Artículo 17, por el cual se obliga a 


contratar el seguro contra incendio. En el Artículo 18 se busca agilizar el trámite y se desagrega en dos 
partes. 


Esa es la conclusión a la que llego. Puedo estar equivocada, pero me da la impresión de 
que está bien porque se intenta no enlentecer los trámites sin perder la seguridad de tener un seguro 
contra incendios. Me parece que eso es lo que se busca. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que este problema queda zanjado si se dice: “La horizontalidad 
emergente del cumplimiento de requisitos determinados en el artículo anterior tendrá carácter 
definitivo, no rigiendo la necesidad de constancia municipal prevista en el artículo 30 de la Ley N* 
10.751”. De esa forma, se está dejando sin efecto lo que queríamos, que es la declaración municipal, y 
no la necesidad de contratar el seguro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿El señor Senador Bordaberry podría repetir su propuesta? 


SEÑOR BORDABERRY.- El texto diría: ...“no rigiendo la exigencia de declaración municipal prevista 
en el artículo 30”. Personalmente, pondría un punto después de “25 de julio de 1946” y ahí propongo 
que diga: “Todo ello sin perjuicio de las facultades de la Intendencia respectiva de fiscalización de la 
obra, otorgamiento de la habilitación final y adopción de las medidas administrativas”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Esta redacción contempla el espíritu de lo que el Ministerio proponía? 


SEÑOR TRAVERSA.- Sí, señora Presidenta. En ese punto estamos de acuerdo con el señor Senador 
Bordaberry. Con la redacción propuesta no se pretende eliminar la garantía de que las enajenaciones 
posteriores de esos inmuebles tengan contratado el seguro contra incendio. Esa es la observación que 
hace el señor Senador Bordaberry y comparto ese punto de vista. La redacción propuesta contempla 
ambas situaciones y deja a salvo el requisito que exigía el artículo 30 de la Ley N* 10.751, en el sentido 
de que seguirá rigiendo para la horizontalidad ya adquirida, y para futuras enajenaciones habrá que 
tener contratado el seguro contra incendio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La otra modificación propuesta es agregar la fecha de sanción de la Ley N* 
10.751, que es el 25 de junio de 1946. 


Por otra parte, se planteó poner un punto en el inciso primero para que la frase no sea tan 
larga. Luego del punto diría: “Todo ello sin perjuicio de las facultades...” Este es un problema de 
redacción, que no cambia el contenido. En lo personal, no tengo inconvenientes en aceptar esta 
modificación. 


SEÑOR LORIER.- No me quedó claro por qué es necesario agregar la fecha de la ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esto se agrega porque regirá para todas las situaciones. Siempre se pone 
de esa manera; creo que en el texto enviado por el Poder Ejecutivo se olvidaron de poner la fecha. 


Quisiera saber si hay acuerdo en el inciso final del artículo 18 o si algún señor Senador 
desea plantear una objeción. ¿Queda claro el significado de este inciso? 


Si todos los señores Senadores están de acuerdo, estaríamos en condiciones de votar el 
artículo 18 con las modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 


-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Propongo culminar con la sesión del día de hoy, pues el señor Senador Bordaberry, que ha 
aportado mucho a este proyecto de ley, se tuvo que retirar por problemas personales. Podemos 
acordar que el próximo martes, como no va a haber sesión del Plenario, a las 9 y 30 horas se reúna la 
Comisión para terminar con este proyecto de ley. 


Me acotan que ese día no vamos a tener Salas disponibles, entonces, quizás tengamos que 
reunimos el jueves. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 18 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


